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Almería, 17 de marzo de 2003.- El Delegado, Francisco
Espinosa Gaitán.

RESOLUCION de 26 de marzo de 2003, de la
Delegación Provincial de Almería, por la que se señala
lugar, fecha y hora para el levantamiento de Actas
Previas de fincas afectadas por las obras: Desglosado
núm. 2 de Proyecto de Adecuación Funcional de la
A-334. Tramo: Serón-Huércal Overa. Clave:
1-AL-1051.

Expediente de Expropiación Forzosa por el Procedimiento
de Urgencia de los bienes y derechos afectados por las Obras
del Proyecto: Desglosado núm. 2 de Proyecto de Adecuación
Funcional de la A-334. Tramo: Serón-Huércal Overa.

Clave: 1-AL-1051. Término municipal: Purchena (Al-
mería).

E D I C T O

Aprobado el proyecto de referencia 27.11.01 y estando
implícita la Declaración de Urgente Ocupación en el mismo,
a tenor de lo dispuesto en el art. 38.3 de la Ley 8/2001,
de 12 de julio, de Carreteras de Andalucía, lo que conlleva,
a efectos expropiatorios, la necesidad de ocupación de los
terrenos y derechos afectados, y la tramitación del correspon-
diente expediente, según el procedimiento especial previsto
para estos casos, en el art. 52 de la Ley de Expropiación
Forzosa de 16 de diciembre de 1954.

Esta Delegación Provincial, en consecuencia y por Orden
de la Dirección General de Carreteras de fecha 4.4.02, ha
resuelto convocar a los titulares de los bienes y derechos,
para que comparezcan en los Ayuntamientos de los términos
municipales, en los días y horas que se indican en la relación
adjunta, a fin de trasladarse al terreno, cuando fuere necesario,
y levantar las Actas Previas a la Ocupación, en la que se
harán constar el bien o derecho expropiable, sus titulares y
demás datos y manifestaciones que aporten los presentes,
en orden a la valoración de los derechos y perjuicios que
se causen por la rápida ocupación.

A este acto deben acudir todos los interesados en el dere-
cho afectado, por sí mismos o por medio de representante
debidamente autorizado, a juicio del representante de la Admi-
nistración, portando el DNI, los títulos justificativos de su dere-
cho y el último recibo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles,
y si es su deseo, pueden hacerse acompañar, a su costa,
de Notario y Perito.

Lo que se pone en general conocimiento, significándose
que hasta el momento de levantarse las Actas, los titulares
y demás interesados en el bien afectado podrán formular por
escrito cuantas alegaciones estimen oportunas, al solo objeto
de subsanar errores o complementar datos que se hubiese
podido cancelar u omitir en la relación, advirtiéndose a todos
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que para una mejor información, tanto en el Ayuntamiento
del término municipal citado como en la sede de esta Dele-
gación sita en la calle Hermanos Machado, 4, planta 6, pueden
consultar la relación de fincas afectadas, con el detalle de
su identificación, así como el plano parcelario en el que se
localizan las respectivas fincas.

Almería, 26 de marzo de 2003.- El Delegado, Francisco
Espinosa Gaitán.

ANUNCIO de la Secretaría General Técnica, por el
que se publica la Resolución de 14 de febrero de 2003,
de esta Consejería, estimatoria del recurso de alzada
interpuesto contra la aprobación definitiva del Plan Par-
cial de los sectores 35 y 36 del Plan General de Orde-
nación Urbana de Roquetas de Mar (Almería) (Expte.
núm. 1009/03, Ref. D.P. expte. núm. 44/2002).

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 29 del
Decreto 77/94, de 5 de abril, por el que se regula el ejercicio
de las competencias de la Junta de Andalucía en materia
de ordenación del territorio y urbanismo, mediante el presente
anuncio se procede a publicar la resolución de fecha 14 de
febrero de 2003, de la Consejera de Obras Públicas y Trans-
portes, estimatoria del recurso de alzada interpuesto por don
Miguel Felices Daza, en representación de la Sociedad Mer-
cantil Comerciantes del Poniente, S.A., contra Acuerdo del
Excmo. Ayuntamiento de Roquetas de Mar (Almería), adoptado
en sesión celebrada el 20 de noviembre de 2002, por el que
se aprueba definitivamente el Plan Parcial de los sectores 35
y 36 del Plan General de Ordenación Urbana, declarando nulo
el acuerdo recurrido.

En la citada resolución se recoge:

«El Ayuntamiento de Roquetas de Mar tiene delegadas
las competencias urbanísticas previstas en el artículo 22 del
Decreto 77/1994, de 5 de abril, mediante resolución de esta
Consejería de Obras Públicas y Transportes de 13 de marzo
de 2000, entre las que se incluyen la aprobación definitiva
de las modificaciones del Plan General que no impliquen revi-
sión de dichos instrumentos, no alteren la estructura general
y orgánica del territorio municipal y no afecten a los siguientes
extremos: a la calificación del suelo; a la modificación de sis-

temas generales, de su adscripción o de su clasificación de
suelo; al suelo no urbanizable.

Dicho Ayuntamiento, con fecha 14 de agosto de 2002,
remitió al Consejo Consultivo de Andalucía solicitud de dic-
tamen referida al expediente tramitado por ese Ayuntamiento
sobre aprobación definitiva del Plan Parcial de los sectores
35 y 36 del Plan General de Ordenación Urbana de dicho
municipio.

El Consejo Consultivo de Andalucía, con fecha 21 de
noviembre de 2002, emitió dictamen desfavorable a la apro-
bación definitiva del Plan Parcial de los sectores 35 y 36
del Plan General de Ordenación Urbana de Roquetas de Mar.

En dicho dictamen se indica que el mismo resulta pre-
ceptivo a tenor del artículo 16.8.d) de la Ley 8/1993, del
Consejo Consultivo. Dicha intervención viene justificada por
las funciones esenciales que cumplen las zonas verdes y espa-
cios libres en el desarrollo de la vida humana de las ciudades.
La protección de las zonas verdes encuentra amparo en las
previsiones constitucionales, así artículos 45 y 47 de la Cons-
titución Española, y ésta protección se ha refrendado también
desde la óptica del Derecho Penal español, en el que, tras
la reforma de 1995, se tipifican como delitos determinadas
actuaciones sobre las mismas (arts. 319 y 320 Código Penal).
Por lo tanto la actuación del Consejo Consultivo, se dice, se
ciñe a la tutela de las zonas verdes, velando por el respeto
de los intereses generales que representan. Con tal fin, el Con-
sejo consultivo se limita a comprobar que se ha observado
estrictamente el procedimiento legalmente previsto y que la
finalidad del cambio propuesto se adecua a la legalidad
urbanística.

Asimismo se indica en el citado dictamen emitido por
el Consejo Consultivo que el Plan Parcial tiene por objeto el
desarrollo de los sectores 35 y 36, y al existir previamente
un Plan Parcial aprobado definitivamente cuyo objeto es el
desarrollo y ordenación del sector 36, el nuevo Plan que reor-
dena a ambos supone una modificación de este y una nueva
regulación del sector. Recoge el dictamen que del análisis
de los planos incorporados se deduce que del antiguo sector
36 han disminuido de forma sustancial las zonas verdes pre-
vistas en el primitivo Plan Parcial que eran de 8.343 m2,
de forma que aunque tales zonas han aumentado en términos
absolutos y porcentuales en el nuevo Plan Parcial que com-
prende ambos sectores, se ha producido una traslación de
la ubicación de las zonas verdes, resultando que del total de
22.548 m2 propuestos actualmente, solamente 2.713 m2 per-
manecen en el antiguo sector 36, y el resto, esto es,
19.835 m2, se ubican en el ahora ordenado sector 35. Con-
cluyendo, a la vista de los datos, que la reordenación de zonas
verdes propuestas es irregular y desproporcionada en cuanto
a su distribución y ubicación, no estando equilibrado su reparto
entre los dos antiguos sectores, dictaminando desfavorable-
mente la modificación propuesta.

En escrito de fecha 10 de enero de 2003, del Presidente
del Consejo Consultivo, dirigido al Ayuntamiento de Roquetas
de Mar, se indica que:

“(...) El artículo 129 del Texto Refundido de la Ley del
Suelo (aprobado por Real Decreto 1/1992) establece que ‘si
la modificación de los planes, normas complementarias y sub-
sidiarias y programas de actuación tuviere por objeto una dife-
rente zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes o
espacios libres previstos en el plan, deberá ser aprobada por
el órgano ejecutivo superior de naturaleza colegiada de la
Comunidad Autónoma correspondiente previo informe favo-
rable del Consejero competente por razón de la materia, y
del Consejo de Estado u órgano autonómico que corresponda’.”

En consecuencia, el Dictamen de este Consejo tiene carác-
ter preceptivo y vinculante para la Administración consultante;
de forma que, como dispone el precepto citado, sin el dictamen
favorable de este Consejo no puede llevarse a cabo la modi-


